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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL DECRETO FORAL 111/2008, DE 23 DE DICIEMBRE, QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR SOBRE CUENTAS, OPERACIONES Y ACTIVOS FINANCIEROS, ASÍ COMO SOBRE BIENES Y DERECHOS SITUADOS EN EL EXTRANJERO ( SESIÓN COMISIÓN CONSULTIVA 28 FEBRERO 2022)
I.- ANTECEDENTES DE HECHO

El proyecto de Decreto Foral objeto del presente Dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por la Diputada Foral Primera Teniente de Diputado General y Diputada del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de audiencia e información pública, un informe de impacto normativo,  un informe económico y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.

Mediante el citado proyecto de decreto foral se modifica el Decreto Foral 111/2008, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero. 

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISION DEL DICTAMEN

El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra emitir dictamen sobre “Proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”.

La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en el ámbito tributario la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.
A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.

El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno:

“Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.

Asimismo, el artículo 46. Dos del ya citado Concierto Económico con el País Vasco contempla el reparto competencial del cumplimiento de las obligaciones de suministro general de información tributaria entre los diferentes territorios:

“Dos. Las declaraciones que tengan por objeto dar cumplimiento a las distintas obligaciones de suministro general de información tributaria legalmente exigidas deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración del Estado o ante la Diputación Foral competente por razón del territorio, con arreglo a los siguientes criterios:

a) Tratándose de obligados tributarios que desarrollen actividades económicas, ante la Administración a la que corresponda la competencia para la comprobación e investigación de dichas actividades empresariales o profesionales.

b) Tratándose de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, según que estén domiciliados fiscalmente en territorio común o foral.

A los efectos de lo dispuesto en las letras anteriores, cuando se trate de herencias yacentes, comunidades de bienes u otras entidades carentes de personalidad jurídica, las referidas declaraciones deberán asimismo presentarse ante la administración en la que estén domiciliados fiscalmente sus miembros o partícipes.”

Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el art. 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.

Así, la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, que regula los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario del Territorio Histórico de Álava faculta, en su artículo 4, a la Diputación Foral de Álava para dictar cuantas disposiciones de desarrollo en materia tributaria fueran necesarias.

En concreto, la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones, constituida como una obligación tributaria formal, viene recogida en el artículo 29.2 c) de la citada Norma Foral 6/2005,

Asimismo el artículo 90.1  de la citada Norma Foral General Tributaria de Álava establece que  “Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 3 del artículo 35 de esta Norma Foral, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas”.

Por último, el Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3.1.a, establece que la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava emitirá dictamen preceptivo sobre “Proyectos de Decretos Forales Normativos”.

Por todo lo anteriormente expuesto, el Decreto Foral por el que se modifican varios decretos forales relativos a obligaciones de información debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva.
2.- COMPETENCIA ORGÁNICA Y HABILITACION NORMATIVA

El artículo 4.1 de la Norma Foral General Tributaria de Álava atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales. 

Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/92, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava establece que, “En el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados aprobar, mediante Decretos Forales, Reglamentos de ejecución y desarrollo de las Normas Forales”.
3.- PROCEDIMIENTO 

Si bien el presente proyecto de Decreto Foral no figura en el Plan Anual Normativo aprobado para el año 2021, tal y como establece el artículo 4.2 Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral, de 23 de mayo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de dicha disposición de carácter general.

A este respecto, el proyecto de Decreto Foral objeto del presente dictamen recoge la necesidad de introducir la modificación normativa en él contenida, a fin de prevenir el fraude fiscal, una vez cumplidos los trámites previstos en el artículo 5.1 de la Directiva (UE) 2015/1535, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de la sociedad de información.

La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo y de evaluación previa de impacto en función del género, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.

En particular, en atención a lo señalado en el artículo 9 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo la consulta pública previa  del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 28 de diciembre de 2021, en la que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

Por otra parte, con fecha 14 de enero de 2022, el Servicio de Normativa Tributaria emite un informe de impacto de género mientras que el Servicio de Igualdad, Cooperación e Interculturalidad de esta Diputación Foral emite un informe de fecha 3 de enero de 2022.

Por último, a la vista de lo señalado en el artículo 14 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo el trámite de audiencia e información pública  del avance del proyecto de Decreto Foral por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 14 de enero de 2022, en la que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

III.- ESTRUCTURA DEL DECRETO FORAL

El proyecto de Decreto Foral consta de una exposición de motivos, un artículo único y una disposición final, que establece que el Decreto Foral entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el BOTHA.

La modificación planteada afecta a la siguiente disposición:

· Decreto Foral 111/2008, del Consejo de Diputados de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros
IV.- ANÁLISIS DE LA PROPUESTA NORMATIVA 

El control y la prevención del fraude fiscal son objetivos prioritarios de las Administraciones tributarias, y para ello es necesario contar con una información suficiente y de calidad.

En lo que respecta al sector turístico, la aparición de plataformas colaborativas de internet que ejercen una actividad de mediación en la cesión de viviendas con fines turísticos, además de introducir incertidumbre en el mercado de la oferta turística y repercusiones negativas al propiciar un tipo de turismo no sostenible social y ambientalmente, genera muchas dificultades a la Administración Tributaria para controlar la fiscalidad de este tipo de servicios.

Por ello, con la finalidad de prevenir el fraude fiscal, se estableció una obligación de información específica para las personas o entidades, en particular las ya citadas “plataformas colaborativas”, que intermedian en la cesión del uso de viviendas con fines turísticos, mediante la presentación de la declaración Modelo 179.

En concreto, la obligación de informar sobre la cesión de uso de viviendas con fines turísticos fue introducida en la normativa estatal por el apartado 11 del artículo primero del Real Decreto 1070/2017, de 29 de diciembre, por el que se introduce en el Reglamento General de las actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria aprobado por Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, un nuevo artículo 54 ter.

De la misma forma, en el territorio Histórico de Bizkaia, fue el Decreto Foral 143/2018, de 13 de noviembre, de la Diputación Foral de Bizkaia, el que introdujo un nuevo artículo 65 sexties en el reglamento que regula las obligaciones tributarias formales, aprobado por Decreto Foral 205/2008, de 22 de diciembre, bajo título de "obligación de informar sobre la cesión de viviendas para uso turístico". 
Por último, y ya en el Territorio Histórico de Álava, el Decreto Foral 30/2019, del Consejo de Gobierno Foral de 11 de junio, modificó el Decreto Foral del Consejo 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero. 

Mediante el citado Decreto Foral 30/2019, se añadió un nuevo artículo 25, que establece la obligación de información para personas o entidades, en particular las denominadas plataformas colaborativas que intermedien en el arrendamiento o cesión de viviendas para uso turístico.

Ello se plasmó en la obligación, aprobada por la Orden Foral 306/2019, del Diputado de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de 13 de junio, aprobación del modelo 179, “Declaración Informativa de la cesión de viviendas para uso turístico”.

En los casos del Estado y del Territorio Histórico de Bizkaia, no así en lo que respecta al Territorio Histórico de Álava, las respectivas normativas fueron objeto de impugnación ante los Tribunales de Justicia por la Asociación Española de la Economía Digital en base, principalmente, al argumento de que se ha infringido el artículo 5.1 de la Directiva 2015/1535, de 9 de Setiembre, del Parlamento Europeo y el Consejo, por el que se establece un procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de la sociedad de información.

En efecto, el citado artículo 5.1 incorpora el deber de que los Estados miembros notifiquen a la Comisión Europea, todo proyecto de reglamento técnico que se dirija a las entidades prestadoras de servicios de la sociedad de información, tales como las plataformas colaborativas, y que le imponga requisitos relativos a la prestación del servicio. 

Sendas sentencias, la 1106/2020, del Tribunal Supremo, de 23 de julio y la 381/2020, del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, de 4 de diciembre, anularon y dejaron sin efecto respectivamente  los artículos 54.ter del Reglamento General de las actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria, aprobado por Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, y  el artículo 65 sexties del Reglamento que regula las obligaciones tributarias formales, aprobado por Decreto Foral 205/2008, de 22 de Diciembre, de la Diputación Foral de Bizkaia.

En ambos casos, los tribunales se basan en la  Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre el “Caso Airbnb”, de 19 de diciembre de 2019 (asunto C-390/18), en la que se concluye que  “la actividad de Airbnb se encuentra dentro de los llamados servicios de la sociedad de la información  y que, por tanto, Francia no puede legislar en detrimento de la libre prestación de servicios que prima en territorio comunitario,  sin comunicarlo con anterioridad tanto a la Comisión Europea como a los demás países donde se encuentren domiciliados los prestadores de servicios de la sociedad de la información a quienes les afecte la regulación”.

Esta obligación no fue notificada a la Comisión Europea de acuerdo con lo establecido en la Directiva 1535/2015, ni por la Administración del Estado ni por la Diputación Foral de Bizkaia, lo que determina, según las sentencias citadas, la invalidez de las normativas aprobadas.

Dado que la lucha contra el fraude fiscal sigue siendo uno de los motivos fundamentales que impulsaron al establecimiento de la citada obligación, una vez subsanadas las deficiencias que originaron su anulación por los tribunales, resulta necesaria la aprobación de aquellas disposiciones normativas que restablezcan dicha obligación.
Así, la Disposición final segunda del Real Decreto 366/2021, de 25 de mayo, por el que se desarrolla el procedimiento de presentación e ingreso de las autoliquidaciones del Impuesto sobre las Transacciones Financieras y se modifican otras normas tributarias, reintroduce el artículo 54 ter en el Reglamento General de las actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria, aprobado por Real Decreto 1065/2007.

Por lo que respecta al Territorio Histórico de Bizkaia, el Decreto Foral 171/2021, de 21 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento por el que se regulan las obligaciones tributarias formales del Territorio Histórico de Bizkaia, reintroduce a su vez el anulado artículo 65 sexties en el Reglamento por el que se regulan las obligaciones tributarias formales del Territorio Histórico de Bizkaia, aprobado por Decreto Foral 205/2008.
Por su parte, en el Territorio Histórico de Gipuzkoa, el Decreto Foral 16/2021, de 28 de diciembre, de modificación del Reglamento por el que se desarrollan determinadas obligaciones tributarias formales, aprobado por el Decreto Foral 47/2013, de 17 de diciembre, adiciona de nuevo en este el artículo 72 ter, que fue anulado por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en la sentencia 398/2020.

Aunque la normativa del Territorio Histórico de Álava, en concreto el artículo 25 del   Decreto Foral 111/2008, del Consejo de Diputados de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, a diferencia de lo ocurrido en las demás Administraciones citadas, no ha sido objeto de impugnación en los tribunales,  la Hacienda Foral de Álava considera que, por motivos de coherencia, es necesaria su modificación una vez cumplida la comunicación previa a la Comisión Europea, omitido con anterioridad.

Efectivamente, con fecha 16 de julio de 2021 se efectuó la notificación a la Comisión Europea del proyecto de Decreto Foral de modificación del Decreto Foral 111/2008 para que esa Comisión y/u otros Estados miembros pudieran presentar alegaciones. Transcurrido el plazo de tres meses previsto para presentar dichas alegaciones, no se ha presentado ninguna.

Teniendo en cuenta lo anterior, el proyecto de Decreto Foral objeto de este dictamen, que modifica el citado artículo 25 del Decreto Foral 111/2008, debe entenderse tramitado con plenas garantías procedimentales y está ajustado al ordenamiento jurídico.
V.- CONCLUSIONES

El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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